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■ RESOLUCIÓN FINAL

1. INTER VINIENTES

Denunciante: Presidencia de la Defensoría del Consumidor -en adelante la Presidencia o

la denunciante-.

Proveedora denunciada: Inversiones FnmanucL S.A. de C.V.

IL ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCLUIOS

TRIBUNAL

SANCIONADOR

Fecha: 09/12/2024 ^

Hora: 12:05 p. m.
Lugar: Distrito de San Salvador.

Referencia:

1010-2023

Como expuso en la denuncia la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, en ejercicio de lo

dispuesto en el artíciilo 58 letra f) de la Ley de ProteGción al Consumidor —en adelante 1.PC—, el día

17/12/2022, se practicó ¡nspección en el estableeiniícuto denomimdo"Fii? J'ays", ubicado en

municipio de Antiguo Cuscatlán,

departamento de La Libertad, propiedad de la proveedora Iiíversioiies Euinanuel, S.A. de C. V.

Como resultado de la diligencia realizada se levantó el acta correspondiente —£ 3— en rslación a la

promoción coittercial que se leía; "Súper descuentm 10% 20% ̂ aplican restricciones. Hasta 12

cuotm sin interés tasa 0%. Manco Cuscatlán,,Manco Agrícola", la cual fue difimdida en el escaparate

del establecimiento propiedad de la proveedora. En dicha promociófl, se observó que no se determinó la

vigencia ni las restricciones para la aplícaeión de la misma. Al consultar a ta persona que atendió a los

inspectores, manifestó que la vigencia era del 01/12/2022 ai 31/12/2022, y la única^ restricción era que

solo aplicaban productos marcados con viñeta. En la referida acta de inspección se consignó que tanto la

vigencia como las restricciones, no estaban detalladas en la misma publicación de la premoción ni dentro

del establecimiento,, y se comunicaban verbalmente a los consumidores.

Así, la Presidéncia aseveró que, en el caso que hoy se analiza, se consíató que la vigencia y las

restricciones de la promoción no se encontraban en la publicidad utilizada para dar a conocer la misma en

los medios exigidos por ley, como anuncios publicitarios o, a través de anuncios fijados en el o los

establecimientos o etiquetas adheridas a los bienes. En razón de las circunstancias anteriores, aseguró que

la denunciada vulneró el derecho a la información de los coosiiniidores, puesto que éstos no tenían acceso

completo y oportuno a elementos dcterrainantes de la o ferta.

III. I.M RACC IÓN VTRlül IDA Y ELEMENTOS DE L.A INFRACCIÓN.

Á. Tal como consta la resoluciót. de .rucio (fs. 5-7), se adujo que existe una contravención a io

dispuesto en el artículo 4 letra c) de la LPC, el cual establece que es un derecho básico de los consumidores

recibir del proveedor la ínformamón completa, precisa, veraz, clara y oportuna que determine las

I características de los productos y servieios a adquirir. Además, a la letra a) de! artículo 16 de la LPÍJ, a!
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referirse a ios requisitos de las promociones y ofertas, estipula que, entre otros aspectos, debe tener la
posibilidad de comprensión directa.

También, se afirma una transgresión a io regulado en el inciso primero del artículo 27 de la LPC, en
lo eoncemiente al derecho de intbnnación: en general, las características de los bienes y servicios puestos
a disposición de los consumidores, deberán proporcionarse con información en castellano, de forma
clara, veraz, completa y oportuna.

Además, en cuanto a la información de las promociones, el artículo 30 de la LPC determima; 'Xluando
se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o senicios, los comerciantes estarán obligados
a informar al consuntídor tas condiciones, el precio total o los elementos c¡ue lo hagan deterniinable, la
duración de las mismas, por cuaiquier medio de publicidad o mediante avisos o cartelesfijados en lugares
visibles del éstableeimiento o etiquetas adheridas a los bienes".

En relación con lo antes apuntado, el artículo 4:3 letra n) de la LPC, determina que el realizar
promociones u ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en dicha ley, es
una conducta calificada como in:&acciÓR grave, y de acuerdo con el artículo 46 dé la misma normativa se
sancionaría con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

B. Con respecto a la mencionada infracción, este Tribunai, en resolución pronunciada el día
05/07/2010, en el procedimiento clasificado bíyo la referencia 27:i -201Q, ha afirmado que: "La naturaleza
y esencia dé las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa al comiimidor, su carácter
extraordinario es lo que permite que el comprador tenga un incentivo para llevar a cabo la transacción ".

En ese sentido, las promociones y ofertas especiales que se transmiten a través de cualquier medio
publicitario, tienen la finalidad de presentar los bienes o servicios en condiciones tavorables para el
consumidor, induciéndolo a tomar detemi inada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspectiva de
percibir una ventaja económica dentrO: de un tiempo limitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consignen, en el medio
publicitario que se utilice para dar a conocer la promoción u o:fe:rta, una indicación clara de la duración
o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué productos o
.servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponihles, si existen o no
re.sPicck)m.s, en qué consisten, y, en general, cualquier dato relevante previamente establecido, que
indique en qué condiciones será cumplida, información que es de svma importancia para los
consumidores al momento de acceder a la promoción u oferta.

En ofros témiinos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar
la desigualdad entre las partes intervinientes eo: la relación de consumo —proveedór y consumidor— la
cual puede dejar a este último en una situación asimétrica y de desverítíija al no ofrecerle la información



necesaria para que pueda tomar una decisión informada, es decir, considerando todos ios elementos

iegaimente establec-idos.

Por otra parte, en relación a la frase "restricciones aplican", este TriboRal Sancionador, en la misma

resolución final precitada, se refirió a ella en el sentido de que la misma debe ser evaluada ccinsiderando

si: a) Con ello se lian dejado por fuera condiciones esenciales de ia contratación; y b) Las limitantes

ulteriormente aplicadas modifican: en fomia sustancial la oferin principal- animciada en el medio

publicitario de manera que ya no refleje las condiciones reales de la promoción. Gonsecueacia de lo;

anterior, las instituciones de autorregulación publicitaria y las tutelares de derechos del consumidor

sostienen que el anunciante tiene la obligación de íticlmr de forma inequívoca y perceptible —en su

mensaje publicitario— las limitaciones o condiciones eseflciales de la oferta realizada, de manera que no

existan requisitos ulteriores no c ri k iu^. s p o los destinatarios y que limiten, modifiquen o contradigan

las aílrmacionés del mensaje publicit tno p! iticipaL

Asi, cuando un proveedor em:plea la frase "restricciones apUcm", ún proporcionar un mecanismo

que pemiita a los consumidores conocer y tener acceso a la infiomiacióti adicional esencial o releva:íite

para la contratación de los bienes o servicios ofertados; o bien, el proveedor, habiendo establecido el

mecanismo anterior, ineluye condiciones generales de contraiadón que modifican, alteran, des-

naiurali/an. limitan u crean cualquier clase de variaci.in esencial en cuanto ta oferta conienida en el

anuncio origina!, y .si diclio el mecanismo no puede calificarse de idóneo, o .se establecen cualquier otra

clase de barreras de acce.S{>, pone en evidente desventaja ai coasumidor que ha sido atraído a la

contratación ba.$ado cii la promoción ofrecida.

En este punto, esteTribuna i considera oportuno traer a cuenta la .resolución de lecha 13-03-2019 con

referencia 7-2010 de la Sala Je lo Contencioso Adm:inistrativo en la que consideró: 'b'i Jrrvcho de

consumo pane de kt nci^esidad de proteger a los consumidores debido a la l ^e>e ue indneru'yilkLiá de

éstos en las n Liciones generadas en la ecommía de mercado contemporánea "

I n la inisnui sentencia estableció que: '¡.a LPC detam/íla un régimen especial Je pn Hcecón sohm^

la ótAV de las asimeirias económicas e informal ivas existenies enire los provccdo'x s de hiem , servickc

ffCHte a los consumidores, estos últimos, enmarcadas en ■imanaturaíy clara situación de desvenlaj'a con

>  to alas primeros".

1 s así que la letet ida Oala Jt tlot., a la asimetría infomiativa como aquella característica intrínseca de

cualquier nrinSiK eion eeonunUiM, en uinto que siempre e'n un intercambio de bienes y seridcios habrá un

actor mejor informado que otro.

.Del mismo modo, en sentencia definitiva del 8-07-2011 con referencia 315-A-2U04, cmuiJa por la

Sala de lo Contencioso ,A,dminí.strativo (SC.A) definió a la asimetría informativa corno un ebnnenio

i^ni írneco de las relaciones contractuales entre productores o pr,>\x€dore-< v consumuknw deiermiriti

f ' G



que en todo caso el consumidor está sometido a una condición de vulnerabilidad que rebasa su autonomía

y voluntad real para contratar, circunstancia que, en definitiva. Justifica la aplicación de un principio

protectoría con el fin de restablecer el equilibrio contractual y asegurar el respeto de los derechos del

consumidor. . .

fvr CONTESTAOON DE I,.^RÓ\TI<:D0RA MfÑÜNClADA

Se -Sguió el. procedimiento consignado en el artículo 144-A de la LPC, así como en los artículos 171,

i 72 y 180 Código Procesal Civil y .Mercantil --en adelante C'PC.M- y 100 de la Ley de Procedimientos

Adminj.strativos -en adelante LPA- respetando la garantía de audiencia y el derecho de defensa de la

denunciada, pues en resolución de fs. 5 y 7 se te concedió el plazo de cinco días hábiles contadíjs a partir

del siguiente al de la ncrtilicacíón de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos de

defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, la cual fue notificada

a la misma en fecha 25/] 0/24 (f. 8); sin embargo, no hubo pronunciamiento de la proveedo.ra denunciada

quien no' compareció a ejercer su derecho de defensa, pese habérsele otorgado la oportunidad

procedimental para .hacerlo.

'V. HECHOS PROBADOS/VALOR.4C10N DE PRUEBA

1. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc, 5° de la LPA, las pruebas oportunas,

pertuiuits. ̂ \ roiiduceníes 'aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a las .regias de lasaña

critica i V epción de la prueba docume'ntal, la cual se realizará conforme al valor tasado de la misma en.

el dcre>,ho coniíiii.

.En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resoluciiSn final pronunciada en el proceso acumulado

con núraero de referencia .23-2OO3/41-2OO3/5O~2O03/Í7-2OO5'21-2005, de fecha 18/12/2009, en lo que

concierne al valor tasado de las pruebas nienciorió: "Cuando la Ptiltación' de la máxima de experiencia

viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de mloración denomúuiéo prueba

tasada o tarifa legal: es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo que hace el legislador es proveer una

de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio del juez, como la premisa mayor de!

silogismo timdamentaí sobre cada medio de prueba (...) el iegisimior señala una lista de- medios de

prueba y a cada una le asigna un determinado y precis(> valor probatorio -certeza objetiva-; es decir

que, en este caso, amparado en la seguridadjuridicü, e! legislador determina previamente la máxima de

experiencia, aunque con distmtafuerza depenciíendo de la ¡vueba de que se trate" (resaltados ..son

propios).

,  Dicho esto, el art. 106 Inc..6"' de la L.PÁ dispone: -"Los documentosformalizados por /os tunctOfuino^

a ios que se reconoce la condición de .autoridad y en los que, observándose los requisitos 'cpdíX

COI respondientes se recojan ¡os hechos constatados por.aquellos, harán prueba de estos sidxo qiu sk.

acredite lo contrario ", ■ ■



r

Además, el artículo 341 del CÍPCÑ-l determina el valor probatorio de los instrumentos, así: "¿r»

mstrufneníos páMícos constituirán prueba je haciente de los hechos, actos o estado de cosas' que

documenten; de la fecha y personas, que intervienen en el mismo, así como del fedatario o juncionario

que lo expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido otorgantes, si no ha sido

ÍRípugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Sino quedó demostrada tras laímpugnacióu,

los instrummíos se valorarán conforme a las reglas de ia sana crítica^' (resaltados son propios).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecbo

común ai establecer: Las actas mediante las cuales los funcionarios de la Dejé nsoría hagan constar ¡as

aciiíaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y sicficiente su

inexactitud o falsedad,

2. Constan en el expediente administrativo ios siguientes nriedios de prueba:

a) Acta N" SS2690/2022 de fecha 17/12/2022 (f. 3), por medio de la eiiai se establece que la

Defensoría del Consumidor, ert virtud de la inspección realizada en el establecimiento propiedad de la

proveedora denunciada, constató que se hacía efectiva la promoción verificada sin indicación de su

vigencia Gompleta (entendiéndose por ésta la fecha de inicio y fecha de finalización de la misma) y las

restricciones de la misma promoción.

b) impresión de fotografía del anuncio publicitario divulgado en el ertablecimicnio comercial de la

nroveedota (fl 4), en relación a la promoción publicada por la proveedora, vinculada con el acta de

inspección K" SS269()/2{)22 de fecha 17/12/2022, con la cual se establece:el medio de comiínieación y el

; mcumpli:mie:ntD de los requisitos legales mínimos con que fue dada a conocer a los-consumidores la

¡ proranción que se lee: "Súper descuentos 10% & 20% *aplican restricciones. Hasta 12 cuotas sin

interés tasa 0%. Banco Cuscatíán. Manco Agrícola ".

Respecto a la documentación relacionada previamente, se advierte que esta no ha sido desvirtuada por

la proveedora, a pesar de haber tenido la oport:Lmidad procesa! para hacerlo. En razón de ¡o anterior se

concluye que los citados documentos, al tener una conexión lógica con los hechos alegados en la de-nuncia,

mantienen la certeza legal que ostentan.

VI. ■ AN.-iLISIS DE LA CONFIGl/RACIÓN BE LA INFRACCION

/i Ahora bien, este Tribunal estima conveniente realizar ciertas delimitaciones cooceptxtales en lo

que al tema de promoción concie-nte, y cuáles son. las circuns-tancias propias que configuran el

cometimiento de la inítacción establecida en. el artículo 43 letra n) de la LPC. , :

/ Sobre el mismo, ■ es importante señalar que, desde una perspectiva, meramente; -jurídica;

específicamente en lo que a derecho sancionatorió se refiere, se abordarán la temática de promoción'.-Cíaix)

está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del co!ioc-i.-mie.o.to; por lo que este análisis



00 pretende inmiscuirse en otro tipo de observaciones que no sean las estrictamente necesarias para dotar

de contenido jurídico a la regulación punitiva que efectúa la LPC.

En primer lugar, y desde una perspectiva tradicional del marketing, hay 4 componentes en !a

denomiTiada mezcla del marketing, a saber: a) producto, b) precio, c) promoción y d) distribución. Ahora,

dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la promoción d.e ventas. (Kenneth B. Clow, 2010)' .En

ese .sentido, los artículos 16, 30 y 43 letra ii) de la LPC se encuentran vineulados con el último concepto

mencionado —promocién de ventas—.

La promoción de venías consiste en todos los incentivos ofreeidos a los clientes y miembros del canal

para estimular las compras de productos, la cual adopta dos formas: la promoción para consumidores y la

promoción comercial. Para el caso que nos concierne, la promoción para consumidores se refiere a los

incentivos que se ofrecen directamente a ios clientes existentes o a los posibles clientes de la empresa. La

promoción para consumidores está dirigida a aquellos que realmente usan el producto, es decir, los

: usuarios finales, üna de las metas principales de un programa de promociones dirigidas a los

' consumidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la compra. (Kennetli E, Clow, 2§10).

Asimismo, es importante sefialar las dos categorías más generales de promociones para

consumidores, a saber: a) las que se hacen para fortalecer la ■franquicia y b) las que se hacen para generar
ventas.

Para; el anáfisis que eóncieme a este procedimietíto, las proraociones: que se. hacen para generar venta.s
se centran en las 'ventas iarnediatas, más que en el valor capital de marca o sn la iealta,d, por med.io de
descuentos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otros mceritivos (Kenneth E. Clow, 2010).;

Por consiguien'te, es desde esta perspectiva, promoción de venta, que deberán estudiarse ios
supuestos que dan cabida a la aceióii, típica coBsigiiada em el artículo 43 letra a) de la LPC.

B. .Delimitado coneeptualmente el ámbi'to de coñ,oc,m.,í.eiito de la infracción, obieto de estudio,
corre.sponde ahora .referirse a algunos ds los supuestos detemiinados e;.n la ley que dan. origen a la misma.

Antes de todo, es importante hacer la siguiente acotación; en relación con las promociones y oteruis,

de acuerdo a la regulación cootenida en la LPC, estas están sujetas a dos principios: el de veracidad y el
de temporalidad. En ese orden d.e ideas, se há venido soste.Qlendo que para que se tenga por establecida la
Cí.mtigurjción de la in'fracción prevista en el artículo 43 letra n), se debe tener como premisa que la
naturalc/a > esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa al consumidor, y

su carácter extraordinario es lo que permite que e! comprador tenga un incentivo para llevar a cabo

la. transacción. De esta manera, se ha entendido que -no existe ninguna ventaja si los bienes son vendidos

'K.enn.eth Ia Clow, D. B. (20i0)., Publicidad,-.ptómoclón y commimcfón mtegral en mar'mtng, Mákíqú: Hmoti Educación.

.  . . ,6. . • . ■ ■ '



0 los servicios prestados en las condiciones habituales y, por ende, no se estaría en presencia de una:

promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de la LPC, principalmente, determinan ios aíspecios:

obligatorios que los proveedores deben informar al momento de efectuar promociones y ofertas especiales !

i de bienes o servicios.
I

1  En ese sentido, el articulo 16 establece lo siguiente:
I

''Requisitos de las promociones y ofertas.

Art. 16.- Todo proveedor al establecer las cláusulas, condiciones o estiptdaciones de las

' promociones y ofertas de bienes o servicios, y las cláusulas no negociadas individualmente, relativas a \
i

^ tales bienes o servicios, deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa:

b) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo caso

excluirá la utilización de cláusulas abusivas: y

c) No condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o documenta que

acredite la operación.

En caso de duda sobre el .sentido de la promoción u oferta, se entenderá a favor del consumido^'.

Por su parte, el articulo 30 estipula:

''Información de promociones

Art. 30.- Cuando se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los\

comerciantes estarán obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o los elementos ̂

que lo hagan determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante '

avisos o carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los bienes".

De manera general, y sin que ello comprenda todos los supuestos que la ley y la casuística puedan .

arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse con frecuencia. Posteriormente (Q, sel

harán las consideraciones necesarias en el caso concreto. •
i

1. Ein cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 16 letra a) de la LPC, j

según el cual: "Todo proveedor al establecer las cláusulas, condiciones o e.stipulaciones de las''

promociones y ofertas de bienes y servicios (... j debe cumplir los siguientes requisitos: a) Concreción. \

1 claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa '

¡  Como se mencionó anteriormente, en cuanto a las condiciones aplicables a las promocirmes u ofertas i
i

especiales, es importante considerar lo sostenido por este Tribunal mediante la resolución de las 08:41 ¡

horas del día 06/01/2009, en relación a la utilización de la frase "restricciones aplican"; en la que señaló i

puntualmente que 'Y.,.; dicha frase tiene como sustento la inviabilidad de dar a conocer tales limitantes \

en el marco de la brevedad propia de los anuncios publicitarios. El problema de las remisiones hacia |



fuenfe'^ informativas distintas dcí ammcm examinado, implica cargas para el consumidor ai verse

obligado a adoptar medios distintos a la publicidad or iginal para poder obtener parte de ¡a información
relevante para la oferta; debiendo considerarse además lajactíbilidad de acceso a la misma pwr parte
' de los ahrumidores de acuerdo al segmento de mercado al que pertenecen''.

Respecto de dicha resolución, la SCA confirmó ía legalidad de la misraa mediante resolucuiii 2 ¡A-
2000 de fecha 14.11.'2012. en la que ademas sostuvo. "V .i que un anuncio publicitat.o deb^ pv^ee' la

infarmaciun necesaria para que los consumidores no tengan que recurrir a otra clase cíe tneúio^í paia

complementar la información inicial, por ¡o lamo al tener que recurrir a esta acción significa que se ha
ótmtído informar de una manera clara y adecuada a lo ojertado por et proveedor, por los argumenios

í'x'n estos ts que esta Sala considera que ¡a conducta por la actora es atentatoria al derecho %ic ser
dcbtdíhneire informado el consumidor".

1  2, En relación, al precio total o los elementos que io hagan deterin,iaab}éj conlleva a que debe estai lo
suficietncmente clara la cantidad que el consumidor pagará por la prestación de un sei-vicio o la

. adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en que se da la tacilidad de pago a plazos, pero

donde únicamente .se dclcnuirian las cuotas que se deberán cancelar, mas no se indica el tiempo ni e! vaior

total qu<. fus consumidores sufragarén. Lo anterior, supondría una de.sventaja mformativa para el
cotisunudor, io qut pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo, Configurándose, en

sentido material un mcLMiplmnit'to de! pros eedor respecto a e.$ta exigencia.

\tK)! a. en 11 pt íctica tan.b'en se utiliza la inodalidad de pro.moción y oferta eslabicciendo porcentajes

. Je descuentos, dicho elemento hace determinable el valor que consumidor pagara por un bien o

prestación de servicio; por consiguiente, no implicaría una inobservancia a este requisito. ,

■L En lo que respecta a la vigencia, esta exigencia es prácticamente la esencia de estas propuestas ae
contnuación. pues significa que el proveedor ofrece una ventaja c.xlraordinaria al consumidor, la cual
podra .ser go/adu en un periodo de tiempo e.spedficaraente determinado o que puede ser determinubíe.

En ese orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una premoción se han disiinguiao
básicamente dos formas —si.n perjuicio que r-iuedan vislumbrarse otros, es decir, no se trata de una iista
ta.xativa : a) plazo cierto—dcLerminado-- y bt condicionante—determinable

a) Se entiende a plazo cierto, cuando se estipula una fecha de inicio } de fmali/ación. Ahora bien,
muchos proveedores suelen consignar solo una fecha o referirse a un mes. día festivo, período vacacional

i o celebración, entre otros, lo cual, dev tndría en un incumplimiento de este lequisito A manera de cicmplo,
las expresiones como: "Válido hasta el 31 Je agosto", "Válido a partir del J de septitmhre , J'áhao vvo
este mes", "Válido sólo ¿s(c día", no serían sufieietites para tener por cumplida dicha exigencia, pues en
Id primera ro se consigna ta lecha de inicio: en la segunda, la de finalización: cu Us uílirvvs dcv no

i.
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tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevatnente, en que deben tener fecha de inicio y finalización para

que sea conforme a la LPC.

b) Se entiende yigencia bajo condición, cuando la proinocién subsiste mientras no se dé un supuesto

de hecho especifico ■•--estipulada en ella que le pone fin a la misma. Ejemplo de lo anterior es la muy
utilizada frase; "Hasta agotar existencias". No .obstante, esta última debe ajustarse a los requisitos y
principios establecidos en la LPG para poder considerarse válida.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho
comparado. Al respecto, en la resolución de fecha 15/03/2006, en. el caso identiílcadó como N® 044-
2006/CCD del INDECOPI (Instituto Nacionai de Defensa de la Competencia y de la Proteceion de la.
Propiedad Inteíectual), la Comisión indicó que si bien Ripley incluyó una duración para la promoción
anunc-iada ésta fue condicionada al agotamiento de una cantidad de unidades disponibles .que se
encontraba indetenninada luego de un análisis integral y superíicial del anuncio cuestionado/En
consecuencia, se observó que, ante la percepción'del consumidor, la tluractón para la promoelóo
anunciada no se encontraba planteada con la claridad que exige el prlBcipio de yeraeídad, a efectos
de que los consumidores pudieran acceder a .iiiforttiación relevante y necesaria para adoptar una
decisión de consumo adecnadamente meditada y, en consecuen.eia, satisfactoria a sus intereses.

De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta frase con otros elementos
informativos más precisos qu». h t 11 previstbie la fmalizaclón de la promoción; y, sobre todo, que sean
claros y concretos, con postbih Ud je comprensión directa, tal como se.colige de lo señalado en ios

artículos 16 letra a.) en relación al artículo 30, ambos de la LPC.
C. Con base en los elementos probatorios previamente ,seftalad.os y en virtud: re la piesumkm de

certeza que goza el acta de inspección de ta Defensoría del Consumidor, así como de dotu rcnti \ q e
torman parte de la misma, en el caso concreto, la impresión de fotografía; de carel loI'XUvo ci cí

establecimiento, de la promoción di\ ulgada por ta proveedora denunciada, que se lee: Súpa Jen uentos
10% & 20% *upUcmt reMriecwnm,: Masía 12 cttoim sin interés tasa 0%. Banca Cuscaílán. Banco

igríeoía" (f. 41. este l'ribunal e.stablece que existe prueba suficiente para determinar que la proveedora
Inversiones En'm;airael, S.A, de C,V,, incumplió la obligación regulada en el artículo 30 de la LPC:
"Cuando se tratare de pr<nnociones r- ajerias especiales de bienes o servicios, los comerciantes estarán

delgados a informar al eomumidor las condiciones, el precio total o los eii mentas que lo imeiin
! deierminahle. la duíacum de ¡as mismas, por cualquier medio de publicidad a meainnic avisos o carteles

•  tiiailos en lugares xnsihles del estableeimiento o enqucias adheridas a los bienes por.cuanto :a
proveedora realizo una promocu n sin brindar la información mminia requerida, es decir, incumplió la

i obligación establecida en la rAvi 'da disposición legal al haber omitido consignar las restricciones y la

i vigencia completa de .la inisnaa.

\



En conclusión, la referida omisión, pudo inducir a error a los consumidores en cuanto a la toma de

sus decisiones de consumo, particularmente, respecto a la expectativa del benehcio oírecido por las

promociones,

Temendo ea cuenta lo expuesto anteriormente, sobre la base de ios hechos probados con ios

documentos agregados a folios 3 y 4, se concluye que la proveedora, efectivamente, realizó promoción u

oferta especial de bienes, en cotitiavención a lo dispuesto en la LPC. Lo anterior, configura la conducta

ilícita establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

.  i). Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante, hacer referencia al principio de

cuipabilidad reconocido en el artículo 12 Cn, que prescribe: «[t]oda persona a quien, se impute un delito,

se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en el

que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa», di,sposíción que es aplicable no soio en

el ámbito penal, sino además en el admi.ní.strativo sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de ia Sala

de lo Co.ostitucionaL doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, M Sala de lo Constitucional respecto al principio de eulpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha e,xpresado que «[ejl principio de culpabilidad en. esta materia supone el

dertierr» de las diversas Ibrnuis de rcsponsahilidud objetha. y rescala la opcraiiv idaJ Je dolo > la culpa

como turmas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la rnaxitna'dc una respoiisabilidad personal

ñor hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este

a.spccto subictivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la

po>4hiiiJHd de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón del resultado pr.idi'cido^>

(sentencia de hic. 1 20üS de Sala de lo Constitucional doce horas veirue minutos del 29-04 201 A

Cabe destacar que una de la sub-catcgorias o cG.roldrios del principio de culpabilidad, es ia

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

adminisiraliva sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quiei) en

i fornia dolosa o culposa ha participado en lo.s hechos que configuran una acción ilícita; así lo c.xpone Nieto

■i! reíerir que [e]l gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas [personas! que
han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto, no es
posible exigir respnn.sabihdad por la sola cvistcncta de un vinculo pcrsorsal con el aetor o ta Mtvple

• titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce ia infracción. La exigencia de
individualización de la sanción supotic un veto a la responsabilidad objelivao {Nieto. \ie;andn>. IXrcdio

• Admitusiraiivo Sancionador. quinta edición lotxilmente reformada. Madrid. Editorial l'ecnos, p. 329,
2011], Ln este orden, conforme ai principio de culpabilidad solamente respomlc el administrado por sns
actos propio.s, de este modo, se repele la posibilidad de consiruir una responsabilidad objetiva o basada

i cn la simple relación causal independiente de la voluntad del autor, hn congruencia con lo expuesto, en



el Derecho Administrativo Sancionador. debe respetarse el principio de culpabriidad, de tal siierte^que eí
elemento índispeosable para, saocioriar 0.0 actuar, es la detenninacióa de la respdiisabiíidad subjetiva.

(Sentencia eoiitida en el proceso 90-2014 por lá SCAj a las catorce horas cÍB.ciiema y uno minutos del

■24/10/2019).

Eo .relación con el tema de la Fesponsabiiidad subjetiva de la proveedora deiiunciada^ este Tribunal
considera necesario analizar si la misma iia obrado dolosa o cuandomenos culposamente; es decir, que la
transgresión a la noona. .haya sido querida o se deba a imprudencia 0^ negligencia. Por tanto, la existencia
de un nexo de ciiipabilldad constituye iina. condición para la conflguraoión de la conducta sancionable. /

.Ahora bien, en el preserue procedimiento no hay elementos suficientes como para detenninar qué
tales omisiones hayan, sido producidas de m..anera dolosa. .No obstante, a.partir de .los hechos probados y
las circunstancias en que se diero.n ios niismoSij ha quedado establecido el co.rnetÍ!iíiÍerito de la i.iifraccióo.
de iii.a.o.era cuipósa por parte de la pro veedora, pues ha existido un déficit de organi.zación., de modo que
sij. cond.iicta es reprochable cuando no sé toman las medidas sufícientes para impedir que se cometa la
infraccióm En otras palabras, la proveedora Inverstónes ..EEmBiiueh S..A.. da C.V,, no acreditó una

correcta orgaiiizaciórna. efectos de impedir la conourrencía de! ilícito.

VTIt PARÁMETROS PARA LA DETERMLNA(TC>N I)F I.A SANCIÓN
Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció !a comisión de la inlriiccioo grave

coníeoida en el articulo 43 letra 0^) de la ..L.EC,' lo cual se sanciona co.o. nmlta hasta de doscientos salarios

niiiiirnos rnensuaics urbanr>s en la industria ^articulo 46 de la ¡..PC): por consiguiente, es facuirad de este
'■rribunal. deternii.nar la $a.nción:: y cuantificar la .milita que corresponda, a la luz de los parámetros

establecidos en la L.PG, su reglamento y la jurísprudaneía aplicable.
Así. vi artículo 40 de la 1 PE CNtabIcce \o:> criterios para Li dcicmiinación cic la iniilia, siendo c^tos

tamaño de la. empresa., el impacto en. los derechos del consunfidor, la iiatútaleza del perjuicio causado o
grado de afectación, a la vida, salud, integridad o patrirtionio -de los consumidores, ei erado Jv
in.tencion.alidád del .iruracum, el grado Je participación, en la acción u omisión., cobro indebido rvali/aüo

y las circunsta.n.eias en que ésta ::>c cometa., segíln sea el caso.

.A continuación, concretara cada uno de ellos, en lo aplicable al. presente caso: ■ ■ ■
m Tamuñú de ía empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de la \ Pequeña Empresa (lc> Mype) en su.
artículo 3 define a las micro > pequeñas empresas de la siguanro maneta: '[Mieroempresa: Persona
natural ojMrídíca que opam en las diversos sectores de la economía a través de ima unidad econiimiea

con un nivel de venias bridas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de maj'or cuantía v hasta

10 trabajadores Pequeña EnpreSii Per^'ona natural (pudidlca auc operiU en /oa diversos st,efores de ! »

11.



economía, a iraves de una nmdaJLtonomica con un mvel de ventas brutas anuales mavon\s a 482 \ hasta

4,817 salarias mínimús mensuaíes de mayor CMantía y con un máxfmú de 50 ¿rabú}^dores'\

A partir del análisis de los dociimeotos que coestan en el expediente admimstratívo, no es posible

encajar a la proveedora Iiiversicmes Eíiiiiaiiiiel^ S.A. de C.Y.j en ninguna de las categorías antes citadas,

por 0.0 contar este Tribiiiial con la clocumentacióii financiera requerida para efectuar dicho cálculo, pese

a haberse solicitado con anterioridad segúii consta en la rasolucióii de ímcio del procedimieiitD

saoclonatorio de mérito (folios 5-7). Es decir, en el presente procediíBieoto administrativo sancionadot la

proveedora infractora, ha mostrado ana cooriucta procesal que evidencia e! mciiiii.pÍímie.nto de su deber a

prestar la coiaboracion que ie es requerida para el buen. desa.rroI;.io de ios procadimientos (art. 17 núiiiero

'5'de la .LPA). por haber omitido preséntar la mh^rmación solicitada por esta autoridad sancioiiado.ra., a

efectos de establecer la capacidad económica que tiene para asumir la multa,

■  Consecuentemente, este Tfibunal se ve impedido de clasificar a la proveedora de conformidad a los

parámetros del artículo 3 de la I..ey MYPE. Pese a ío antes indicado, con el otyeto de cumplir la obiigadó.u

de reso-lver que tiene este Tribunal, y de conformidad, a los principios que rigen el mspumenúL se consulto

el listado, de medianos. contribuye.rites publicado por la Dirección (ienerai de Impuestos l.,o.ternos del

Ministerio de Hacienda■--vigeiite desde el 06/06/2021- en al que aparece la proveedora denunciada. Ame j
dio, este Tribunal concluye que la proveedora cuenta con ingresos que la catalogan como mediana \
conírihuyenie: en. consecuencia y, para los efectos de la cuantificación de la .multa, la denunciada sem i
considerada como tal; guardando el equilibrio entre !a finalidad disuasoria de la sa.rición pecuniaria > el
principio de proporcio.o.alidad de dicha medida.

& Grado de iMíenciúrniidad dé la iftfiacíúm*

Este l'ribooal considera, este elemento en c! seniido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cúando
menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia
0 neglfocncia oel sujeto. Por tanto, la ex.Hleocia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para
1 corifiuuraciuü Je la coriducta sancio.nabie>

\Nt, en (eneradas iones tste \r.ribuhal ha establecido a iravc^ de sus resoluciones, coiifoniie a lo

d^spmsto cu el articulo 40 inciso segundo de la .LFC, que las infracciones wrdininistratu as son sane amables
aun a lUulo de simple negligencia o descuido.. En ese orden del análisis de los luchos y documenlacion
agiegada al expediemc CsSie 1 ribunal dctenninó una actuación neyheente por pane dí. la proveedora, pues
eoiTio propietaria del establecimiento, es el principal responsable de adoptar medidas necesarios a
efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone ia le}* de la materia, como es la de realizar
prcMiiociones y ofertas que cumplan con los parámetros legalmente establecidos., esto es, que especifiquen.
iúsmstrieciomesj ngetíciacümpíeíaáe lmmlsmm.
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e. Oradú ée partimpación en ta acción u úmisión. ' ' ^

A partir de un examen del. .presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de
pait.íc¡paej:óo. en la comisión de la iníracción. por parte de la proveedora, es directa e individual, pues se
acredito que en el estabiecimiento de su propiedad—V.R Toys se corroboró que se cometió la acción
prohibida e.n el artículo 43' letra n) en relación con el artículo 30, ambos de la LPC, consistente en realizar

ditubión de pro.tiiocio:D.es sin determinar la vigencia ni las condieiones de la misma a través del cartel

publicado en. el establecimiento, circunstancia que pudo haber inducido a eiTor a ios consumidores al

ra.om.ento de requerirla,

d. Impacto en ios derechos del consumidor y naturalem del perjumo ocasionado.

Ed papel del consumidor es esencial para el desarrollo de una economíá social de mercado. Eti efecto,

la competencia no es otra cosa que la pug.n.á entre competidores por cáptar la preferencia del. mayor

número de consumidores; razón por la cual, la decisión libre del consumidor va a ser determinante en el

resultado final de esta lucha. No es posible imaginar un sistema económico de este tipo si.n entender que

su figura central es el. consumidor.

.Esta fii.D.ciC)ri que cumple el consumidor dentro del-mercado, por un lado, exige al Estado que,

.mediante un rol prom.otor, genere las condiciones para que los proveedores brinden al consumidor

información, veraz: acerca de los productos y-servicios que ofrecen en el mercado. Por otro lado, iu>

consumidores, conscientes del pape! que cumplen en. la economía y de . ía trascendencia del mismo para

el correcto funcionamiento del proceso cotn,petiti.vo, deben tener un comportamiento activo, requirietido

de ios proveedores mayor y mejor información, a :fín de que éstos mejoren ia calidad de sus pm^ducios y/o

servicios y, en consecuencia, contribuyan ai desarrollo de los mercados y a la consolidación del sisienia

económico.

.La obligación de brindar información veraz se sustenta en el hecho de que ésta repercute en una mayor

transparencia en el mercado, lo que a su s ez facilita al consumidor la adopción de decisiones de consumo

adecuadas a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia entre los agentes económicos.

Por otra parte, en eí mercado, los agentes económicos cuentan con una herramienta pri.p.dpa! a través

de la cual informan a los co.nsumidorBS sobre la existencia de sus bienes )70 sus servicios. ífila es la

actividad publicitatia, la misma que consiste en dar a conocer sus ofbrta.s \ persuadir a ios consurnidores

para que contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior., la actividad puMícitarla igualmente .resulta ser

una herramienta para reducir la a.simetria informativa existente entre los consumidores y los proveedores

de bienes y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de la publicidad tomen sus decisiones de

consumo basados en la satisfacción de sus necesidades y/o el ajuste a su.s intereses.

P
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De este modo, a través de la pubíicidad comcrciai se informa al publico en general, ue la existencia

de im determmado producto o servicio, Ío que ayuda a reducir los costos de transaccioe de acceder a
iiifomiación en que deben incurrir los consumidores para adquirir y contratar biaties y servicios. I.a
publicidad cornercia! conlleva una finalidad persuasiva que es !a de atraer clienteía mediante la

presentación de las características favorables y vaiitajas de los prodoctos o servicios ofrecidos o la
exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan ser vinculados con aquelío que se ofrece.

Finalmente, al ser la piiblicidad eomercial parte integrante de la actividad emptesariaL es un. .iiiecaois.nK)

típico de competencia, pues constituye una de las herramientas que disponen los oferentes para desviar la

ctientela hacia sus productos o servioios, y así incrementar su participación y poder en el .mercado y,

consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo anteríon la. publicidad comercial resulta ser un

elemento ese.D,cial para que el sistema económico flj..ncÍone adecuadamente. Es por eilo que las

a:Q..rniacio.nes que se coosigiien en. cada uno de ios elementos pu.blicitarlos necesitan ser veraces.

.En el. caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la intraccion adininistratlva relativa

a reali.za.r pro.mocio.nes ii ofertas especiales de bienes y servicios, eo contravencio.n a lo dispuesto en la

LBC artículo 43 letra n) de la LPC - transgrede e! derecho de los eonsumÍdo.res a recibir de la

proveedora la Información c<">rnpleta, precisa, veraz, clara y oportuna que deter.m.i.ne las características de

los productos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la configuracióii;. de im daño coocreto a una

persona, en particular, este 'TrÍbu.o.a.r reafirma, que la acci.ón que define la u rrat '^n C0o.siste en real..iza.r

proniociones u ofertas especiales si.n la in:fomiaci6n m.fn.ima íeual!Teo.te c lu Uv t en. relación con e.i.

producto o servicio que se intentaba vender y esto es capaz de uca^^ioiiar v«. y i. ,v V.' .3. ¡ V*. i í 0 en el colecti vo de

consumidores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

,La. Í!i.fracción administrativa atribuida a la parte actora es ta realizació.ri de promocio.nes u. ofertas

especiales en contravención a lo dispuesto en la [..Pió I.'al como se se.oaió supra^ a partir del articuio oO

de la LPC, la proveedora está obligada a informar a! consumidor las condiciones, el precio total o tos

elemeptos que lo, hagan determinable, la duración de las mismas, po.r cualquier medio de piibiicidad o

medianíe avisos o carteles fijados en lugares visibles del establecirnicnto o etiquetas adheridas a los

bienes. .

Ciariforme con. la deli.mitación. típica realizada, la imposición de la multa respectiva obedece a la

constatación de la fa.lta de !a información mínima requerida por la lev para ía realización de la prornocion

u oferta especia!, es decir, basta con advertir que se incumple alguna de las condiciones esenciales exigidas

por el art; 30 LPC. ' • '

■  . En. cc).oseGuen.cÍa, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la CNlera

jurídica de los destinatarios de la promoción., ya que el solo hecho de constatar la falta de información.



completa y veraz sobre la promoción causa un perjuicio potencia! capaz a inducir a error o corJultón

sobre el contenido de la promoción, ofrecida al público.

,En este punto, debe recordarse que la SCA, en su jurisprudencia, ha afirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídico a proteger, puede clasificar las cGo.ductas en infracciones de lesión e

infracciones de peligro (concreto y abstracto). .La ubicación de la infracción en cada clasificación

dependerá de la descripción típica que h,aga el legislador.

Así, las inlraccio,nes de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídico Sutelido; las de

peligro concreto constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una persona

en específico^ en las de peligro abstraeto el iegisiador, atendiendo a la' experiencia, advierte una

peligrosidad general de la acción típica para un determinado bien jurídico, a partir de una valoracior

probabilísíica, por lo que con la tipifiCvación se dispone adelantar la barrera de protección sancionando el

accionar, sin esperar la realizació.n de un peligro concreto de una persona, detenninada o de la lesión

efectiva.

,En congruencia con ello, se advierte que la i,nfracGÍón administrativa relativa a realizar promociones

;i cifertas especiales en contravención a los dispuesto en la LPC —^artículo 43 letra n) de la ,l„PC— pone

en peligro, de forma abstracta, lo-s bie,o,es jurídicos de los consumidores, sin que sea necestiria una

afectación eonereta; este criterio se sustenta en la naturaleza aslniétrica del derecho de consumo y,

precisamente, en la, asimetría informativa que los consutn,idores padecen (Sentencia e,mitida el

08/01/2016- emitida en el proceso contencioso adroini-strativo ds referencia 344-2010).

En, e,ste orden, de ideas, )■ tomando en cuenta la jurisprudencia antes re:feri,da,, se puede afinnar que
para imponer la sanción respectiva en el p,re.sente caso y, ad,emás, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni justi,ficar una afectación concreta y material en la esfera de los consumidore.sf

derivada de la realización de la promoción u oferta especial; (b) ni que existan denuncias de personas que'

hubiesen contratado ios bienes o servicios ofertados por medio de la promoción. Así, la infiacción

ad¡na¡istrat¡va sancionada por el Tribunal Sancionador es una infracción d' e peligro abstracto: basta

constatar la mera realización de. la promoción sin cumplir con las eondiciones mínimas requeridas

legalmente para generar el riesgo.de que los consumidores consideren qm se está ofreciendo un producto

o servicio con caractorísticas ventajas o beneficios que en realidad no posee, durante un período que no
corresponde y quitándoles la posibilidad de determinar el precio de lo ofrecido, impacto o afectación

abstracta de los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los bienes jurídicos

protegidos por la LPC-.

En ese orden, es perlincmc .señalar que la infraeciún adminisiranva re-ati\a u realizar promoc.oncs >

olerías especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la LPC, en relación a cumplir
con los requisitos estabiecidos en, el artículo 30 de la LPC, aun cuando/no se materialice algún tipo Je
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perjuicio a ios consumidores, se configura con la sola inobservancia de la norma imperativa de consumo

al acreditarse ta omisión de ios criterios legalmente astabiecídos én la promoción de venta sometida a

estudio.. .

■ En el presente caso., este ;rribiin.al estima que la felta de la iri.f<;>niiacióii en relación con la ánraeion

\ las restríeaióiies de la. promocióe .anatmada, es capai de generar error en los consumidores por haberse

constatado la omisión del. contenido mínimo relevante para acceder a la misma.

a Cúbra imdeMéú mmliziídú^ Im circumtmcim em que esta se mmeíe y el bemefieiú que úbiiene el

Este parámetro, será considerado según lo astabiece la Sala de Eonstitiicional en. la sentencia de

inconstitucionaiidad de reí. ,U}9""20I3 d.a fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de ios factores de

dosimetría punitiva es: el beneficio que,, si acúso, obtiene el ínfracíoe con el Hecho . Co.níorme a.

ello, deberíamos tener en eiieiita el voluriien de ingresos de la infractora por la comercialización de los

productos proniocionados, esto constituiría el benefício ilícito obtenido por la inítacíora.

Asi para el caso que nos ocupa, no se cuenta con la mfbrrnacióii objetiva: de los volúmenes de venta,

de nrodnetos respecto de dicha promoción y aun teniendo dicha información, esta no seria necesariamente

cun>ecucncia directa dé la conducta iníractom. pues eKistirían otros fiactores com.o la acción de sus

oroiTKUx^res o u comb.inacióo de precio y calidad oírccHJo^ por la ¡.iiíractora que pudieran intervenir.. Eor

tanto, una comprobación exacta de los beneficios dcnv ados de la infracción cometida por 1.a proveedora

ín\crsiories Eriiiiüiiii.eL S.A, de no pecina deílnírsc objetiv a e .i:o.du.bitabl.erriente e.o. términos de los

: ingresos derivados de las ventas por la prom.oción anunciada.

\ n suma, dado que no se ha podido detenninar a cuánto ascienden las ganancias di,rectas obtenidas

por la proveedora como consecuencia de la unplemenUicion o real(/acion Je la promoción que ha dado

:  lumir .1 la conilgiitacinn de fa ^nfraLCion. csm rribunal procederá i imponer una multa partiendo del

supiiesio que las promociones se diserian y eicciuan con el obiclu ce generar ganancias (promocion de

V cntas, en icmunos premso ̂ tal como se desarrolló en el romano 11 'eira #), es decir, es un hecho notorio

que a lu. empresas la d..tlrie el animo de Suero > que uia promociimes buscan general ganama^, por lo

cua^ se tendrá por ocrv.ditmi el extreniO'relativo a que la proveedora e:fectiva;rnaníe obtuvo un beneficio

Cxui U promocum ̂ xammada aspecto qiie será tomado en co.nsideración. para la deterniinación.de la

^anci^ u

;  . . /; Fimalidaé immeáiaíB o medima perseguMa con la imposición de iu smncióm

X'lediarite la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la proveedora Inversiones Kiiiiianiieh

S.A. de CEV.Óquien ha cometido la infraeción descrita en el aíticuló 43 letra n) de .la-.LPCh con el de



evitar futuras conúufm

necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obllgaGÍones que le impone la LPC.
Además, es, menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción —inulta— busca

prevenir fuíitros mv-umplimientos a la LPC como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor de
bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u ofertas especiales de
conformidad con lo dispuesto en la LPC, es decir, la multa a imponer bu v. p ̂tenciar el cumplimiento do
las obligaciones de iníormación que tiene todo proveedor, las cual,,., .,.,^iican la realización de las
promociones con las que pretende incrementar sus ventas bajo los paránietros legales es decir, con el fin

de salvaguardar eliníerés general de los consum,idQres.
tn ta! sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona jurídica que ha sido catalogada

corno meaiana coníríbityente según en el análisis realizado en el romano VII literal a. de esta resoítición.

que pratendía obtener ganancias a partir de larealización de una promoción que no cumplía ios parámetros
legalmente establecidos, pero considerando la imposibilidad para establecer a cuánto ascienden las
utilidades generadas como consecuencia directa del aludido incumplimiento, y en vista que para 1;
configuración de la infracción no se requiere ta eomptobación de un daño o afectación concreta en
particular, sino que basta con la sola constatación del incumplimiento de la relacionada obligación leeaL
resulta razonable la imposición de una sanción proporcional a la sola verificación del aludido

quebrantamiento.

a I

un

V! iL DETERMINACIÓN DE "i ,"4ÍNFRACC.:idÑ Y CLÍAMTFIC ACION T)f1.A \IÍT TA
Este rribunai, en uv) de la ^arui critica articulo 14P inc r Je laYiX'- > lubi^ndo coivsíderudo

ios elementos del artícul o 49 de la LPC, procederá a realizar el eálculo de la mu Ita a i mpo ic i t' i , o I. ac tora
Inversiones EnmanueL S.A. de C.V., pues se ha determinado que brindaba a !os vímsumi.iere^ una

Jntormación incompleta que no se ajustaba a los parámetro,s legalmente establecidos, pues omitía'indicar
a los consumidores la v'gcncia > condiciones de la referida promodén. ' A '

En tal sentido, habiendo concluido que la infracción cometida es catalogada como gravé, la cual es'
saneionable con multa de hasta -dOO salarios mínimos Urbanos del sector industriá, conforme al ártícuio^

46 de la Li'C; que la proveedora es mñ persona jurídica cuya capacidad económica, para efectós de este,
^procedimiento -según la iaformación del Ministerio de Hacienda— es la de una mediana contribuyentk

que en razón del grado de inteneionaiidad de la conducta cometida por la proveedora, no se acreditó e|

mo slrn-negligencia; que incumplió con la obligación de realizar una promoción, con los rcqu .sitos
;mímni,os e,stablecidos por leyry que para la configuración de !a,in;fr:acei.ó.n:noise requiere la co'uprobacion
de un daño o afectación concreta en un particular, sino que basta con la constatación del incumpiiniicnio

fP '' ó'



inárcladonadaobligacñSiT^egáü"'resultárazonabÍe la imposición de una sanción proporcional a la sola
verificación del aludido quebrantamierito..

15n línea con lo expuesto, es neGesario señalar, que el principio de razombilídad establece que las
deGisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los lím,ites de sus facultades y manteniendo la
proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este
'Tribüna! considera que en el presente procedimiento administrativo sancionador resulta pertinente tijar
una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporciofml para la conseciieión de los fines
constitucionalmente legítimos ■-•---«fe dlsuasorio--- previniendo así, situaciones en donde la comisión
de la conducta prohibida por parte del sujeto infractor resulte más beneficiosa que el cumplimiento de la
nomia rnisma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de los derechos de
información y económicos de los cóosiimidores..

Por tanto, .a la proveedora Inversiones Enmanneí, S.A. de C.V., se le impone una multa de SEIS
ME. SETECIENTOS CINCUENTA Y DOS DÓLARES CON CINCUENTA CENTAVOS DE

■ DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (S6,752.50), equivalentes a dieeiocho meses
con quince días de salario mínimo urbano en la industria, por la comisión de la mtracción regulada en el
arti'ciiln 43 letra n) de la LPC por realizar promociones u ofcitas especiales de bienes en contravención a
la úi en.el establecimiento "F.l Toys", según se ha establecido en el presente pi-ocedimienío
id iiiiintrativcL

La milita total impuesta representa el 9,25% dentro de.l ítiargen máximo, estipulado, por .ley como
consecuencia de la comisión, de tal infracción ---doscientos salarios míniniDS mensuales urbanos en la
industria siendo a juicio de este Tribunal, proporcional a la gravedad que comportan los hechos
denunciados según las circunstaacias objetivas y subjetivas previame.nte analizadas.

K. DECISIÓN
{>¿f- ianto. sobre ia base de lo anteriormente e.xpuesto y con túndamemo en los artículos 1 1 . 14, 101

inciso 2° de la. Constitución de la República; artículos 4 letra c), 16 letra a), 27 inciso U, 3<.h 40 inci.st-)
2743 Ierran), 46, 49, 83 letra b), 144 y siguientes déla I.,PC; articuios, 106 inciso 37 112, 139 y 15-! de
la LPA; V 63 del Reglamento de la LPC, este rribunal RliSUELY.!,:

3) Sanciónese íi la proveedora INVERSIONES ENMANUEL, S.A. DE C.V., con la i m Lt de
SEIS Vlll SETECIENTOS CINCl ENT\ \ IK>S DÓl ARES CON CIM l 1 M \

^  CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOvS UNIDOS DE ■ANíÉ-RICA (Sfe
eaiiivúlentes a dieciocho meses con quince días de salario nunimo uroano en la inaiisif ia t).L.
\ df» dL'l 07.07/2021. publicado en el !).(). NU20 [orno \~ 432 en concepu- de muiu porla

:  " . comisión de la ¡.nfracción regulada en el artículo 43 letra a) de la .L,PC, por realizar una promoción
en el establecíraiento "V.R Toys", la cual no se ajustaba a los criterios legalmente estableeiílQ.s,

•  " ; ; ; ■;
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conforme al análisis expuesto en los romanos \ i y VII de ia^esente"resoíucíény con fundaraento

en las disposiciones legales precitadas.

La mulía anterior debe hacerse efectiva en la Direcoíófi General de Tesorería del Mloisterio de

Hacienda,, dentro de los diez días hábiles sigiiieiites aJ. de la aotifieación de esta reiolación,

debiendo comprobar a este rribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario,

la Secretaria de este I ribunai certificará la presente: resolución para ser reiíiitida a la Fiscalía

Ge» eral de la Re páblíéa para sii ej ec o cío» forzosa.

b) Hágase del aonoeimienta de los mtervmíenies, en cumplimiento al artículo 104 de la ITA, que

la presente resolución a! ser emitida en un procedimiento simplificado, no admite recurso de

recoosideradóii, de coiiform.idad con lo expuesto en el artículo 158 5 de la LPA.

c) Notifiquese a ios suietos inieryíniemes. Para los efectos de este literaL ordénese a la Secretaría

de este I'ríbunal, realizar las notiíicaciones en los medios electrónicos, o en su defecto en los

. medios físicos que se encuentren señalados en el expediente administrativo.

—Se- V ¿r -íCto ¿-r

..1 H
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